Radicado No.: 2015  00009 01

Accionante: Rafael Antonio Colorado Henao
Accionado: Juzgado Sexto Civil Municipal local

Decisión: Decretar nulidad


NULIDAD POR FALTA DE COMPETENCIA/ Conocimiento de tutela contra Juzgado Civil Municipal corresponde a su superior funcional 

“(…) atendiendo lo previsto en el numeral 2º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 que establece que `cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior del accionado…´, la competencia para conocer en primera instancia de esta acción constitucional le corresponde en primera instancia a los Juzgados Civiles con Categoría Circuito locales, y en segunda instancia a la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, toda vez que la misma fue dirigida, como ya se indicó, contra el Juzgado Sexto Civil Municipal de esta ciudad y por lo tanto, el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local no podía conocer de la misma, configurándose con ello la causal de nulidad prevista en el numeral 2º del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil.”

Cita: Corte Constitucional, auto 304A de 2007.
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ASUNTO
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por el señor RAFAEL ANTONIO COLORADO HENAO, contra el fallo proferido el 22 de diciembre de 2015 por el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, por medio del cual negó por improcedente la tutela de los derechos fundamentales reclamados. 
ANTECEDENTES
Relata el libelista que el 9 de septiembre de 2014 presentó solicitud para la realización de interrogatorio de parte a la señora María Lucy Londoño Restrepo, inicialmente el proceso le fue asignado al Juzgado Segundo Civil Municipal local, señalando como fecha de la diligencia el 11 de noviembre de 2014, pero a pesar de que la señora Londoño fue debidamente notificada no se presentó. Frente a esa situación, se solicitó fijar una nueva fecha, estableciéndose que sería el 15 de marzo de 2015 a las 9 de la mañana remitiendo para ello las notificaciones respectivas. 
El Despacho mencionado, por asignación de procesos remitió ese expediente al Juzgado Sexto Civil Municipal el 16 de marzo de 2015, siendo radicado en ese Despacho al día siguiente, lo que implicó que no se pudiera llevar a cabo la diligencia; así las cosas, el nuevo despacho de conocimiento fijo como fecha para la vista pública el 14 de mayo de 2015, remitiéndose, para todos los efectos legales las notificaciones en debida forma. Llegado el día ya señalado, afirma el actor, entregó el sobre sellado con las preguntas que debían ser absueltas por la interrogada, sin embargo ella no se presentó, dejándose de todo ello las constancias respectivas, sin que con posterioridad y dentro del término de ley, ella informara las razones por las cuáles no se presentó. 
A pesar de lo anterior, el Despacho accionado el 4 de junio de ese año profirió un auto por medio del cual ordenó el archivo de las diligencias, aduciendo que la parte solicitante no pidió nueva fecha para la diligencia, a pesar de que quien debía justificar su ausencia era la interrogada y por ende lo procedente era continuar con el trámite establecido en los artículos 204 y 205 del Código General del Proceso. En contra de dicha decisión se interpuso recurso el cual fue resuelto negativamente, aduciendo que las diligencias no habían sido notificadas personalmente según lo indica el artículo 205 del C.G.P., toda vez que el interrogatorio de parte no se rige por las normas de los procesos formales. 
Con base en lo narrado, solicita se proteja su derecho fundamental al debido proceso y en consecuencia se declare la nulidad de las actuaciones surtidas por el despacho accionado dentro del expediente radicado bajo el número 66001-4023-002-2014-00595-01 desde el 4 de junio de 2015 hasta la fecha, para en su lugar ordenar se dé cumplimiento al trámite que para tal efecto se encuentra establecido en los artículos 204, 205, 290, 291 y siguientes del Código General del Proceso. 
SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA
El Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de esta ciudad avocó el conocimiento de la actuación, admitió la demanda tutelar y corrió el traslado a las partes accionadas en la forma indicada en la ley; al efectuar un juicioso estudio de la situación fáctica planteada, mediante fallo del 22 de diciembre de 2015, decidió negar la tutela de los derechos fundamentales invocados por el accionante toda vez que consideró que lo que pretende el actor es usar la acción constitucional como una tercera instancia para revivir términos procesales que ya le fenecieron y a la vez subsanar falencias y actos que se dejaron de llevar a cabo o que se realizaron sin que prosperaran, imponiendo para ello apreciaciones subjetivas sobre las normas actualmente vigentes. Por otra parte, la tutela impetrada no cumple con ninguno de los presupuestos exigidos por la Corte Constitucional para que proceda la tutela en contra de sentencias judiciales. 
FUNDAMENTO DE LA IMPUGNACIÓN
Enterado de la decisión de primera instancia, el señor Rafael Antonio impugnó la misma, para ello presentó un extenso escrito visible a folios 48 a 59 del cuaderno de tutela, en donde básicamente hace una transcripción de los artículos 291 y 292 del Código General del Proceso y de la sentencia de la Corte Constitucional C-533 de 2015, para con base en eso indicar que él no está buscando revivir términos procesales que ya se fenecieron sino la protección a su derecho de defensa por la no aplicación por parte del Juez accionado del contenido de los artículos ya mencionados, por lo cual es evidente que tanto él como el juez de tutela han incurrido en un defecto orgánico por defecto procedimental absoluto.
Así las cosas, afirma que no está deslegitimando los fallos de los jueces, sino que está haciendo uso de los mecanismos que la propia Constitución le ha concedido para defender sus derechos frente a fallos que a su parecer están vulnerando la normatividad existente y la jurisprudencia aplicable al caso concreto, pues en los mismos son evidentes el defecto procedimental absoluto y el desconocimiento del precedente constitucional. 
Por otra parte, afirma que no está discutiendo, como lo consideró el A-quo, el hecho de que la señora María Lucy no pudiera ser notificada personalmente al tenor de los artículos 204 y 205 del C.G.P., puesto que lo que se discutió es que en ese caso había tenido lugar los efectos consagrados en el artículo 291 de esa misma norma. 
De acuerdo a lo dicho, solicita que se revoque el fallo de primera instancia y en su lugar se le brinde el amparo judicial que le ha sido negado dentro de las acciones que legalmente le permiten las normas. 
CONSIDERACIONES DE LA SALA

Le correspondería a la Sala determinar, si la demandada ha vulnerado en forma alguna los derechos fundamentales señalados por el accionante, de manera que deba revocarse el fallo de instancia o si por el contrario su actuar ha sido diligente en lo que es de su competencia y por tanto la decisión adoptada debe ser confirmada en integridad, si no fuera porque en el presente asunto se avizora una situación que impide la realización de tal estudio y conlleva a una declaratoria de nulidad de lo actuado, toda vez que se advierte la falta de competencia tanto del Juzgado que decidió la primera instancia constitucional como de esta Corporación para conocer del caso en segunda instancia.
Visto lo obrante en el expediente se tiene que el ciudadano Colorado Henao dirigió su tutela en contra del Juzgado Sexto Civil Municipal de Pereira, al considerar que una decisión adoptada por ese Despacho el 4 de junio de 2015 ordenando el archivo de una solicitud de interrogatorio de parte que él había realizado desde el mes de noviembre de 2014, vulnera su derecho fundamental al debido proceso, ya que tal juzgado no tuvo en cuanta las normas procesales aplicables al caso concreto.
De acuerdo a lo anterior, el actor interpuso la acción de tutela el 4 de diciembre de 2015, correspondiéndole por reparto de ese mismo día al Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira quien avocó el conocimiento ese mismo día, atendiendo las voces de la Circular CSJRC15-166 del 30 de noviembre de 2015 de la Sala Administrativa del Consejo Seccional de la Judicatura  que señala el alcance del reparto de las acciones de tutela, previo a la vacancia judicial.  

La Corte Constitucional en el Auto 124 del 25 de marzo de 2009 estableció, entre otras precisiones, que el Decreto 1382 de 2000 no constituye una regla de competencia sino de reparto de los asuntos de tutela, de manera que el funcionario a quien se le distribuya un determinado asunto no puede abstenerse de asumir su conocimiento pretextando falta de competencia
. Este criterio sin embargo comenzó a ser morigerado, y a través de un nuevo pronunciamiento plasmado en el Auto 198 del 28 mayo de 2009, se aclaró en que en ciertos eventos es posible dirimir el supuesto conflicto de competencia aplicando las reglas del decreto 1382 de 2000, y para el efecto señaló la primera eventualidad, cuando el conocimiento de una demanda de tutela contra una alta Corte se le asigna a un funcionario judicial distinto de sus miembros. La segunda, cuando una tutela contra providencia judicial se reparte a un despacho diferente del superior funcional de quien la dictó.

En ese orden de ideas es necesario precisar que si bien, el trámite del amparo se rige por los principios de informalidad y celeridad, la competencia del juez está  inescindiblemente referida al derecho fundamental del debido proceso, el acceso al juez natural y la administración de justicia, de donde, “según la jurisprudencia constitucional la falta de competencia del juez de tutela genera nulidad insaneable y la constatación de la misma no puede pasarse por alto, por más urgente que sea el pronunciamiento requerido, pues (…) la competencia del juez se relaciona estrechamente con el derecho constitucional fundamental al debido proceso…el cual establece que nadie puede ser juzgado sino conforme a leyes preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o tribunal competente y con observancia de la  plenitud  de  las formas propias de cada juicio” (Autos 072A de 2006 y 304A  de 2007 de la Corte Constitucional).

Atendiendo lo dicho hasta aquí, ninguna duda emerge en cuanto a que, atendiendo lo previsto en el numeral 2º del artículo 1º del Decreto 1382 de 2000 que establece que “cuando la acción de tutela se promueva contra un funcionario o corporación judicial, le será repartida al respectivo superior del accionado…”, la competencia para conocer en primera instancia de esta acción constitucional le corresponde en primera instancia a los Juzgados Civiles con Categoría Circuito locales, y en segunda instancia a la Sala Civil-Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, toda vez que la misma fue dirigida, como ya se indicó, contra el Juzgado Sexto Civil Municipal de esta ciudad y por lo tanto, el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad local no podía conocer de la misma, configurándose con ello la causal de nulidad prevista en el numeral 2º del artículo 140 del Código de Procedimiento Civil.

Lo señalado en precedencia le impide a esta Sala el estudio de la impugnación, debiéndose declarar la invalidez de lo actuado a partir del auto del 4 de diciembre de 2015 (fls. 16 y 17), por medio del cual el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad admitió el amparo, sin perjuicio de la validez de las pruebas practicadas.

Así las cosas, se devolverán las diligencias ante la Oficina de Reparto para que sean asignadas a uno de los Juzgado Civiles del Circuito de Pereira. 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, 
RESUELVE
PRIMERO: DECRETAR LA NULIDAD de lo actuado dentro del presente asunto, a partir del auto del 4 de diciembre de 2015  por medio del cual el Juzgado Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad admitió la presente tutela; lo anterior, sin perjuicio de la validez de las pruebas practicadas.
SEGUNDO: Como consecuencia de lo anterior se ORDENA que por Secretaría se remitan el expediente a la Oficina de Reparto para que allí sean asignadas para su conocimiento a uno de los Juzgado Civiles del Circuito de Pereira.
TERCERO: NOTIFICAR esta providencia a las partes por el medio más expedito posible.
CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
Secretaria
� Teniendo en cuenta lo anterior, en el auto 124 de 2009 se establecieron “las siguientes reglas, las cuales son, simplemente, consecuencias naturales de la jurisprudencia constitucional tantas veces reiterada por esta Corte:  


     Un error en la aplicación o interpretación de las reglas de competencia contenidas en el artículo 37 del decreto 2591 de 1991 puede llevar al juez de tutela a declararse incompetente (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). La autoridad judicial debe, en estos casos, declararse incompetente y remitir el expediente al juez que considere competente con la mayor celeridad posible. 





     Una equivocación en la aplicación o interpretación de las reglas de reparto contenidas en el Decreto 1382 de 2000 no autorizan (sic) al juez de tutela a declararse incompetente y, mucho menos, a declarar la nulidad de lo actuado por falta de competencia. El juez de tutela debe, en estos casos, tramitar la acción o decidir la impugnación, según el caso. 





Los únicos conflictos de competencia que existen en materia de tutela son aquéllos que se presentan por la aplicación o interpretación del factor de competencia territorial del artículo 37 del Decreto 2591 de 1991 (factor territorial y acciones de tutela que se dirijan contra los medios de comunicación). 





Estos serán decididos, en principio, por el superior jerárquico común de las autoridades judiciales involucradas o, en su ausencia, por la Corte Constitucional en su calidad de máximo órgano de la jurisdicción constitucional, de conformidad con las reglas jurisprudenciales que hasta el momento se han venido aplicando en esta materia.





Ninguna discusión por la aplicación o interpretación del Decreto 1382 de 2000 genera conflicto de competencia, ni siquiera aparente. Por tanto, en el caso de que dos autoridades judiciales promuevan un conflicto de competencia por este motivo, el expediente será remitido a aquella a quien se repartió en primer lugar con el fin de que la acción de tutela sea decidida inmediatamente, sin que medien consideraciones adicionales relativas a las normas de reparto. Lo anterior no obsta para que esta Corporación o el superior funcional al que sea enviado un supuesto conflicto de competencia, proceda a devolver el asunto, conforme a las reglas de reparto del Decreto 1382 de 2000, en aquellos supuestos en que se presente una distribución caprichosa de la acción de tutela fruto de una manipulación grosera de las reglas de repartos contenidas en el mencionado acto administrativo, como sería el caso de la distribución equivocada de una acción de tutela interpuesta contra una providencia judicial emanada de una de las Altas Cortes.”





� Del mismo modo y con relación a la regla previamente citada, tales excepciones, se presentarían en los casos en los que se advierta una manipulación grosera de las reglas de reparto, como cuando se asigna el conocimiento de una demanda de tutela contra una Alta Corte, a un funcionario judicial diferente a sus miembros; o, necesariamente, siguiendo esa misma directriz, en los casos en que se reparta caprichosamente una acción de tutela contra una providencia judicial, a un despacho diferente del superior funcional del que dictó el proveído.
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